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ORDEN DEL CONSEJERO DE INTERIOR DE 15 DE JULIO DE 2011, POR LA QUE SE ACUERDA EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO PARA LA ELABORACIÓN DE UN ANTEPROYECTO DE LEY DE ESPECTÁCULOS PÚBLICOS Y ACTIVIDADES RECREATIVAS.
El Estatuto de Autonomía del País Vasco declara en su artículo 10.38 que la Comunidad Autónoma de Euskadi tiene competencia exclusiva en materia de espectáculos. En este marco, la norma con rango de ley que regula este ámbito en nuestra Comunidad es la Ley 4/1995, de 10 de noviembre, de espectáculos públicos y actividades recreativas; una ordenación que lleva vigente durante más de una década y que actualmente precisa de una modificación que se adapte a las necesidades actuales del sector que nos ocupa.
Desde la promulgación de la ley vigente la sociedad se ha visto inmersa en un movimiento de  grandes cambios sociales, culturales y económicos, siendo uno de los ámbitos donde mayor notoriedad se manifiestan en la confluencia de personas, de intereses y de necesidades en el campo del ocio, reflejo de una sociedad dinámica y plural, que a menudo requiere velar por un equilibrio entre la voluntad de ofrecer a la ciudadanía la libre elección de opciones sobre su ocio y diversión y la necesidad de evitar los perjuicios que una oferta no ordenada podría provocar a la sociedad en su conjunto.

Por tales razones se debe configurar un marco normativo que otorgue seguridad y vele por la calidad en la oferta del ocio y el tiempo libre, con unos parámetros claros y seguros tanto para los organizadores como para la ciudadanía en general que faciliten la convivencia.
En el contexto de tales reflexiones se inserta la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior,  directiva transpuesta al ordenamiento español en virtud de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. En el espíritu de dicha normativa está fomentar y promover la iniciativa particular eliminando barreras a las libertades de establecimiento, así como controles formales administrativos que no resulten justificados por razones de orden público o de protección de intereses superiores o no resulten proporcionados al fin perseguido.

La Ley 17/2009, de 23 de noviembre parte de una serie de premisas a tener en cuenta. Entre las más destacadas hay que señalar la libertad de establecimiento para el ejercicio de una actividad de servicios, la prelación de un régimen de comunicación o de declaración responsable ante el, hasta la fecha preferente, régimen de autorización administrativa, la apuesta por la simplificación procedimental y la facilitación de trámites al interesado, así como, de igual modo, la materialización de una política de calidad en la prestación de aquéllos.

Todas estas premisas deberán encontrar acomodo en la nueva norma legal proyectada, una norma que derogará la vigente Ley 4/1995, de 10 de noviembre, de espectáculos públicos y actividades recreativas, y que deberá implicar no sólo una interiorización de los principios planteados por la ley estatal, adaptándolos al sector servicios en su vertiente del ocio.

De hecho actualmente se encuentra en tramitación ante el Parlamento Vasco una modificación de la Ley 4/1995, de 10 de noviembre, de espectáculos públicos y actividades recreativas, contenida en el proyecto de ley de adaptación de diversas normas legales vascas a la citada Directiva.

Más allá de la citada reforma parcial, que trata de adecuarse con premura a las exigencias de la Directiva comunitaria y a las reformas que se planteaban respecto a otras normas de incidencia tangencial en la normativa de espectáculos, como es el caso de la regulación de las licencias de actividad en la ley de medioambiente, era preciso reflexionar sobre la completa ordenación de los espectáculos y actividades recreativas y los establecimientos en los que acontecen dentro de nuestra Comunidad Autónoma a la luz de la experiencia de aplicación de la normativa vigente y las ya aludidas nuevas necesidades sociales.
Por tales razones, en el calendario legislativo de la presente legislatura se incluyó el proyecto de ley de modificación de la vigente ley de espectáculos y actividades recreativas.

Sin embargo, la propia reconfiguración del régimen de licencias y autorizaciones y su sustitución en algunos casos por declaraciones responsables tiene una repercusión tan sustantiva que afecta de un modo u otro al conjunto de la ley, y ello obliga a considerar la oportunidad de promulgar una nueva ley que sustituya a la hasta ahora vigente, de modo que el texto legal tuviese una coherencia normativa que facilitase su interpretación por los operadores jurídicos.

La nueva regulación versaría sobre los siguientes fundamentos:

a) La nueva regulación debe fomentar y promover la iniciativa particular sin perder de vista, fundamentalmente, la necesidad de velar por otros intereses generales presentes, tales como el orden y la seguridad; la protección civil; la protección de los derechos de los usuarios; la protección de menores, etc.

En este sentido, el protagonismo de la nueva norma será para el ciudadano, para el interesado o, más técnicamente, para el titular o prestador, quien ostentará la facultad para dirigirse directamente a la administración competente, manifestando su deseo de ejercer una actividad empresarial. En contrapartida, la Administración estará obligada a facilitar las expectativas emprendedoras de las personas, a dotar de fluidez al procedimiento y a minimizar las trabas que puedan condicionar, en exceso, la apertura de un establecimiento público o la organización de un espectáculo o actividad recreativa.

b) La nueva ley deberá abordar con extensión los derechos y deberes del público o usuarios, de organizadores y de terceros afectados por la celebración de los espectáculos y actividades recreativas.

c) Igualmente debe configurar un sistema de control administrativo más flexible y acorde con la citada normativa comunitaria, configurando la mera presentación de una declaración responsable del titular u organizador ante la administración como requisito suficiente para iniciar la actividad, sin necesidad de autorización administrativa previa, salvo en los casos expresamente previstos en la ley. Es decir, que el régimen de autorización sólo procederá para supuestos específicos previstos en la propia ley en los que, objetivamente, pueda darse una mayor situación de riesgo.

Tal medida favorece la libertad de empresa, pero no implica la relajación de las exigencias de seguridad para los usuarios y público, dado que los establecimientos más sujetos a riesgos quedan sometidos a control previo; los organizadores adquieren un compromiso explícito que les hace responsables junto con los técnicos que subscriben el proyecto en los casos de declaración responsable, y por último, porque la administración debe efectuar su labor de verificación y comprobación de las manifestaciones del interesado, así como de inspeccionar los locales y actividades.

d) El resto de la regulación, una vez fijados los fundamentos troncales, deberá discurrir en la misma dirección: mayor autonomía para el titular o prestador, reducción de la intervención administrativa y exigencia del mantenimiento de las condiciones de seguridad y calidad para los espectáculos, actividades y establecimientos incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley.
e) La ley debe diseñar un modelo de reparto de atribuciones entre las instituciones vascas coherente con la existencia de intereses locales o supralocales, la capacidad de cada ámbito institucional y, sobre todo un modelo que promueva la cooperación y colaboración interinstitucional a través de los distintos instrumentos que al efecto considera el ordenamiento vigente.
La tramitación de la modificación se sustanciará por los cauces previstos en la Ley 8/2003, de 22 de diciembre, del procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter general.

A priori, se estima que pueden ser procedentes, preceptivos y/o convenientes los siguientes trámites y solicitudes de informes:

A.- Estudios preparatorios.
B.- Orden de inicio.
C.- Elaboración del texto del proyecto.
D.- Tramitación intradepartamental:
· Informe de la asesoría jurídica departamental.
· Memoria económica (evaluación coste-beneficio, valoración del gasto público, repercusión económica)
· Evaluación de impacto de género.
· Informe sobre disminución de cargas administrativas.
· Orden de aprobación.
E.- Informes y audiencias preceptivos:
· Informe del Consejo Vasco de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas (no preceptivo)
· Informe de la Comisión Consultiva de Consumo de Euskadi.
· Informe del Consejo Consultivo de Turismo.
· Informe del Consejo Económico y Social Vasco.
· Informe de la Dirección de Política Lingüística.
· Informe de Emakunde (art. 2 ley 4/2005, de 18 de febrero, para la Igualdad de Mujeres y Hombres.)

· Audiencia pública.
· Audiencia a Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo.
· Audiencia a otros posibles interesados: asociaciones de usuarios y otros profesionales del sector.
· Audiencia al resto de Departamentos del Gobierno Vasco.
G.- Informes y audiencias preceptivos:
· Informe de la Oficina de Control Económico
· Informe de la Comisión Jurídica Asesora 
Con anterioridad a las solicitudes de informe a la Oficina de Control  Económico y a la Comisión Jurídica Asesora se elaborará la memoria económica y una memoria sucinta de procedimiento que se incorporarán al expediente.

Considerando todas las circunstancias anteriormente expuestas,

DISPONGO:

PRIMERO.- Ordenar el inicio del procedimiento para la elaboración de un Anteproyecto de Ley de espectáculos públicos y actividades recreativas, de conformidad con los criterios plasmados en esta Orden.

En Vitoria-Gasteiz, a 15 de julio de 2011.
RODOLFO ARES TABOADA 
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